ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA
RADICACIÓN: 66001 3187 002 2018 39665
 ACCIONANTE: ELIZABETH SEPÚLVEDA ORTIZ  VS. UGPP Y OTROS
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / REANUDACIÓN DEL PAGO DE LA MESADA EN CASO DE PENSIÓN DE JUBILACIÓN COMPARTIDA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela. De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”. (…)
… para controvertir la legalidad de los actos administrativos de índole particular y concreto que ha expedido la UGPP, la actora tiene a su alcance la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismo judicial que según lo probado en el plenario, no fue agotado por la señora Sepúlveda Ortiz ni su apoderado judicial, lo que hace improcedente la protección reclamada. Con respecto a la subsidiariedad de la acción de tutela contra actos administrativos, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 404 del año 2014 (MP. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio), recalcó: 

“En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, este Tribunal ha puntualizado que, en principio, es improcedente, en tanto la persona cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Incluso, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé en sus artículos 229 y siguientes la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo para evitar la vulneración de los derechos fundamentales”.

No obstante, se ha sostenido que, de manera excepcional, la tutela procede contra los actos de dicha naturaleza bajo dos supuestos: (i) como mecanismo transitorio, en los eventos en que se pretenda evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; y (ii) como mecanismo definitivo, cuando la acción judicial ordinaria no sea idónea o eficaz para la protección de los bienes jurídicos en juego…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, trece (13) de febrero de dos mil diecinueve (2019)

Aprobado por Acta No.0122

Hora: 3:15 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el apoderado de la señora Elizabeth Sepúlveda frente al fallo emitido el 19 de diciembre  de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, con ocasión a la acción de tutela en contra de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social - UGPP y el Fondo de Pensiones Públicas FOPEP. 
2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. A la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz, de 63 años de edad, se le otorgó por sustitución pensional desde agosto de 2011, en calidad de beneficiaria como cónyuge supérstite, dos pensiones que habían sido reconocidas al señor Fabio Montealegre Ospina: i) pensión de jubilación concedida el 22 de diciembre de 1982 por la Caja de Crédito Agrario, Industrial y Minero y ii) pensión de vejez otorgada 1º de abril de 1996 por el Instituto de Seguros Sociales Seccional Risaralda. 
El 23 de abril de 2018 mediante Resolución No.014164 la UGPP modificó la mesada pensional por compartibilidad y ordenó el pago de un mayor valor de la pensión de vejez sustituida a favor de la accionante y para el mes de junio de 2018 se hizo el pago de la pensión conforme a lo resuelto en dicho acto administrativo. 

La UGPP suprimió la mesada pensional sin notificar a la accionante, sin un debido proceso y sin la oportunidad de defender sus intereses, lo que vulnera los derechos fundamentales de la accionante, toda vez que esa entidad suspendió el pago de la pensión por jubilación reconocida a la actora, bajo el concepto de la compartibilidad pensional regulado en el Decreto 2875 de 1985 y el Decreto 0758 de 1990, confundiéndola con el de “compatibilidad”, lo cual no es aplicable a la pensión extralegal de jubilación otorgada a desde el 22 de diciembre de 1982. 

El 13 de julio de 2018 la  UGPP le informa a la señora Sepúlveda Ortiz que debe hacer un reintegro de $244.304.441 por valores a la Nación en atención a la figura de compartibildiad.
El 24 de julio de 2018 el apoderado de la accionante presentó un derecho de petición ante la UGPP con la finalidad de obtener la devolución de la mesada y la revisión de los supuestos dineros adeudados, lo cual fue respondido a través de la Resolución RDP043129 del 31 de octubre de 2018, por medio de la cual ratificó lo resuelto en el acto administrativo 014164 de 2018. 
En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) aplicar los efectos interpares de la parte considerativa de la Sentencia SL091-2018 proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, al caso de su prohijada, toda vez que allí se reconocieron los derechos de la demandante, en un caso similar al de la actora, ii) tutelar los derechos fundamentales al mínimo vital, debido proceso igualdad y seguridad social de la accionante, iii) revocar las Resoluciones RDP 014164 del 23 de abril de 2018 y RDP 043129 del 31 de octubre de 2018 proferidas por la UGPP y iv) ordenar al Fondo de Pensiones Pública FOPEP el pago de las mesadas pensionales dejadas de percibir a partir de junio de 2018 con los respectivos intereses de mora causados hasta que se haga el pago efectivo (Fls. 1-22)
2.2.  Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 23-87).  

2.3. EL Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad mediante auto del 5 de diciembre de 2018 avocó el conocimiento de la acción de tutela, vinculó al Director General y Subdirector de Determinación de Derechos Pensionales de la Unidad de Gestión Pensional y Parafiscales UGPP y al Gerente del Fondo de Pensiones Públicas de nivel nacional FOPEP con sede en Bogotá, D.C. (Fl 89). 
3.  RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA

3.1. UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES - UGPP
Una vez verificados los aplicativos de la unidad, constataron que la pensión que disfruta la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz se trata de una pensión compartida entre Caja Agraria hoy UGPP y el ISS, hoy Colpensiones, por lo que procedió a expedir la Resolución RDP 014164 del 23 de abril de 2018, mediante la cual se modificó la mesada pensional por compartibilidad, ajustando la pensión en el mayor valor a cargo de FOPEP de la pensión de sobrevivientes con ocasión del fallecimiento del señor Fabio Montealegre Ospina.    
Mencionó que con la Resolución RDP043129 del 31 de octubre de 2018 se determinó que la señora Sepúlveda Ortiz adeuda el valor de $244.304.441 el cual deberá para a la Dirección del Tesoro Nacional por concepto de mayores valores de mesadas pensionales recibidas

Hizo una relación de los reconocimientos por parte del ISS, hoy Colpensiones e indicó que la pensión de sobrevivientes reconocida a la actora tiene el carácter de compartida, para lo cual la UGPP reportó al FOPEP únicamente el mayor valor a pagar entre la diferencia que salga del cruce de la pensión de jubilación reconocida por la Caja Agraria y la reconocida por el entonces ISS.
Explicó en qué consiste la compartibilidad pensional, concepto que fue establecido en el Decreto 2879 de 1985 en su artículo 5º e indicó la diferencia entre las definiciones de compatibilidad y compartibilidad de las pensiones, según la jurisprudencia de la Corte Constitucional referida en la Sentencia T-438 de 2010.

Indicó que a la accionante se encuentra incluida en la nómina de Colpensiones devengando una pensión de vejez de manera periódica e ininterrumpida le continuó pagando sin suspensión alguna hasta el mes de mayo de 2018, fecha en la cual se profirió la Resolución RDP 014164 del 23 de abril de 2018, por la cual se modificó la mesada pensional por compartibilidad. 
Hizo alusión a reiteradas jurisprudencias de la Corte Constitucional a fin de indicar que la acción de tutela no es la vía adecuada para reclamar prestaciones económicas.

Por lo anterior, solicitó que se declare improcedente la acción de tutela, puesto que con ella se pretende evadir de manera injustificada los procedimientos que el ordenamiento jurídico contempla para dirimir las controversias resultantes de los actos proferidos por la administración, adicionalmente no se demostró la presunta vulneración de los derechos invocados por la accionante (Fls. 93-100).

Adjuntó copia de las resoluciones RDP 043129 del 31 de octubre de 2018, la RDP 014164 del 23 de abril de 2018, certificado del Consorcio FOPEP y demás documentación que acredita la calidad de Subdirector de Defensa Judicial Pensional, quien contesta la demanda de tutela (101-115). 

3.2. CONSORCIO FOPEP 
Se refirió a la naturaleza y objeto de esa entidad la cual está conformada por las sociedades Fiduciaria Bancolombia S.A. y Fiduciaria La Previsora S.A.

Manifestó que una vez revisada la base de datos que contiene la nómina general del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional FOPEP administrada por el Consorcio FOPEP 2015, establecieron que la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de Protección Social-UGPP, para el mes de junio de 2018 por razones que desconocen, reportó la suspensión en nómina de la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz, la cual registra como pensionada de la liquidada Caja Agraria, hoy UGPP. 

Agregó que el Consorcio FOPEP 2015 cumple funciones exclusivas de pagador y en tal sentido,  no tiene competencia en el estudio, reconocimiento, expedición de actos administrativos, liquidación, reliquidación de las pensiones, modificación del valor de la pensión, reporte de inclusión en nómina o pagos, suspensión o reincorporación de los pensionados, ya que estas por ley se encuentran en cabeza de la UGPP a partir del 1 de diciembre de 2011. 
Respecto del alcance del amparo constitucional, indicó que esta acción resulta improcedente, habida cuenta que la accionante debe acudir a la vía ordinaria y solicitar la nulidad el acto administrativo que origen a la compartibilidad de la pensión de jubilación; por lo tanto solicitó negar la demanda de amparo o desvincular al FOPEP de la misma al no existir la vulneración de los derechos fundamentales de la  accionante (Fls. 116-118).
4.  DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 19 de diciembre de 2018,  el Juzgado 2° de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira resolvió denegar la tutela interpuesta por la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz.  Luego de haber estudiado el caso en concreto, concluyó que los actos administrativos emitidos por la UGPP se ajustaron a lo dispuesto en al artículo 18 del Decreto 758 de 1990 y que por tanto, no existía duda alguna que la pensión de jubilación reconocida a la accionante debía ser compartida con la del ISS.  De tal manera, que no se trató de una revocatoria de un acto propio, sino de la expedición de un acto administrativo que declaró cumplida una condición a la que se sujetaba tal pago, por lo que se infiere la inexistencia de vulneración de derechos fundamentales a la actora, quien continúa percibiendo una mesada pensional que asciende a la suma de $2.990.650, por lo que tampoco puede advertirse la afectación al mínimo vital de la actora, ni que se encuentre frente ante un perjuicio irremediable.   Además, el A quo indicó que la accionante cuenta con otro mecanismo para la derogatoria de las resoluciones que resultaron adversas a su condición de beneficiaria de las pensiones que percibía (Fls. 155-158)

El accionante fue notificado del fallo anterior  el 21 de diciembre de 2018 al correo electrónico  (Fl. 159 vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término legal para impugnar el fallo, el 27 de diciembre de 2018, el apoderado de la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz allegó un escrito por medio del cual argumentó contrario a lo considerado por el A quo, procede la acción de tutela cuando frente a actos administrativos con respecto a personas de la tercera edad como su prohijada, que gozan de una protección especial, adicionalmente, en los documentos aportados a la demanda constitucional se evidencia el perjuicio irremediable ante la afectación del mínimo vital de la misma. 
Presentó reparos frente a la ausencia de argumentos por parte del juez de primer nivel, tendientes a explicar porque no eran viables los fundamentos de derecho y jurisprudenciales esbozados en el escrito de tutela para determinar su improcedencia. 

Consideró que la UGPP y el FOPEP han incurrido en una vía de hecho por defecto sustantivo con la aplicación indebida de la norma sustancial, al igual que el juez de tutela por apartarse de los precedentes jurisprudenciales que se refieren a lo siguiente: i) que el Decreto 2875 de 1985 entró a regir posteriormente a la de reconocimiento de la pensión de jubilación, ii) el Decreto 2875 de 1985 y el Decreto 0758 de 1990 excluyen de forma expresa las pensiones de jubilación otorgadas antes del 17 de octubre de 1985.

Reiteró que el juez fallador debió advertir que las entidades accionadas ilegalmente suspendieron la pensión de jubilación a la actora, por aplicación irregular al concepto de la compartibilidad con relación a las pensiones extralegales (de jubilación) a partir del 17 de octubre de 1985, habida cuenta que la pensión de jubilación del señor Fabio Montealegre Ospina, la cual fue sustituida a su cónyuge Elizabeth Sepúlveda Ortiz, fue reconocida a partir del  22 de diciembre de 1982, por lo tanto, se incurrió en una vía de hecho no hace aplicación de la figura de compartibildiad pensional. 

Por lo anteriormente expuesto, solicitó remisión a lo manifestado respecto de los actos administrativos en la sentencia de la Corte Constitucional T-066 de 2010, y la revocación del fallo impugnado, y como consecuencia se suspenda el acto administrativo mientras la administración inicia el proceso judicial para revocar su propio acto de reconocimiento de mesadas pensionales, a fin de ser tutelados los derechos fundamentales invocados a favor de su representada (Fls. 160-182). 
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla tal como lo solicitó el impugnante.  
6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”.
6.5. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO

6.5.1.  En el caso Sub examine,  esta Sala observa que el apoderado judicial de la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz demandó el amparo de los derechos fundamentales de su representada por considerar que la UGPP de manera irregular suspendió el pago de la pensión por jubilación, reconocida con la aplicación de la compartibilidad pensional, regulada por el Decreto 2875 de 1985 y el Decreto 0758 de 1990, normas que son aplicables a la pensión extralegal de jubilación reconocida a su cónyuge, señor Fabio Montealegre Ospina a partir del 22 de diciembre de 1982.  De tal manera, que consideró que las resoluciones RDP 014164 del 23 de abril de 2018 y RDP 043129 del 31 de octubre de 2018 adolecen de falsa motivación por la aplicación de normas posteriores a la del reconocimiento de la pensión de jubilación, sumado a la vulneración del derecho de defensa de su prohijada a quien no le notificaron la actuación administrativa antes de tomar la decisión de suprimirle la mesada pensional, lo cual perjudica sus mínimo vital ostensiblemente. 
6.5.2. Señaló el apoderado de la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz, que su representada es una persona de 63 años que ha visto reducidos sus ingresos, por lo que ha incumplido con algunas obligaciones que tenía antes de la suspensión de la mesada pensional por jubilación, debiendo adquirir nuevas deudas y obligaciones, lo que le han generado una afectación psicológica significativa y en tal virtud, el amparo procede para evitar un perjuicio irremediable a la misma.

6.5.3. Sea lo primero precisar que la Corte Constitucional ha sostenido que la procedencia excepcional de la tutela contra los actos de la administración que ostentan carácter particular, solo es posible cuando el respectivo acto defina una situación especial y sustancial dentro de la actuación y ha sido fruto de una actuación abiertamente irrazonable o desproporcionada por parte del funcionario, con lo cual vulnera las garantías establecidas en la Constitución.   
6.5.4.  Sin embargo, para controvertir la legalidad de los actos administrativos de índole particular y concreto que ha expedido la UGPP, la actora tiene a su alcance la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, mecanismo judicial que según lo probado en el plenario, no fue agotado por la señora Sepúlveda Ortiz ni su apoderado judicial, lo que hace improcedente la protección reclamada. Con respecto a la subsidiariedad de la acción de tutela contra actos administrativos, la Corte Constitucional en la Sentencia T- 404 del año 2014 (MP. Dr. Jorge Iván Palacio Palacio), recalcó: 

 “En el caso específico de la acción de tutela contra actos administrativos de carácter particular y concreto, este Tribunal ha puntualizado que, en principio, es improcedente, en tanto la persona cuenta con otro medio de defensa judicial, como lo es la acción de nulidad y restablecimiento del derecho. Incluso, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo prevé en sus artículos 229 y siguientes la posibilidad de solicitar la suspensión provisional del acto administrativo para evitar la vulneración de los derechos fundamentales.
No obstante, se ha sostenido que, de manera excepcional, la tutela procede contra los actos de dicha naturaleza bajo dos supuestos: (i) como mecanismo transitorio, en los eventos en que se pretenda evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable; y (ii) como mecanismo definitivo, cuando la acción judicial ordinaria no sea idónea o eficaz para la protección de los bienes jurídicos en juego[9].
Tratándose de la procedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio, ha dicho la Corte que procederá “contra las actuaciones administrativas, cuando se pretenda evitar la configuración de un perjuicio irremediable, caso en el cual el juez constitucional podrá suspender la aplicación del acto administrativo, mientras se surte el proceso respectivo ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”[10]. En cuanto a su procedencia como mecanismo definitivo, ha sostenido que en determinados casos, las acciones ordinarias como la de nulidad y restablecimiento del derecho “retardan la protección de los derechos fundamentales de los actores (…) y carecen, por la forma en que están estructurados los procesos, de la capacidad de brindar un remedio integral para la violación de los derechos del accionante”[11].  
3.4. En definitiva, la acción de tutela fue instituida para proteger los derechos fundamentales de manera inmediata, por regla general, en los eventos en que la persona no cuente con otro medio de defensa judicial. Sin embargo, excepcionalmente, tal mecanismo es procedente cuando a pesar de contar con otras vías judiciales se pretende evitar la causación de un perjuicio irremediable o aquellas no son idóneas ni eficaces para garantizar de manera efectiva el derecho amenazado o conculcado.” (Subrayas propias)
6.5.5. No obstante, la acción de tutela puede resultar procedente en aquellos eventos en que existiendo otros mecanismos ordinarios de protección, éstos se tornan ineficaces y carecen de idoneidad para evitar un perjuicio irremediable, o cuando recae sobre un sujeto de especial protección.  En este asunto específico, la Sala no puede desconocer que la señora Sepúlveda Ortiz a raíz de lo resuelto en los actos administrativos RDP 014164 del 23 de abril de 2018 y RDP 043129 del 31 de octubre de 2018, ha visto menguado sus ingresos y que fuera de esa situación debe reintegrar la suma de $244.304.441 a nombre de la Dirección del Tesoro Nacional por concepto de mayores valores de mesadas pensionales recibidas; sin embargo, no obran elementos materiales probatorios que permitan inferir que por el tiempo prolongado que regularmente tarda un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, la accionante no esté en condiciones de soportar tal trámite, ni puede afirmarse que dicho medio judicial ordinario es ineficaz por encontrarse la señora Sepúlveda Ortiz ante un evento apremiante o en condiciones que ameriten la intervención urgente del juez de tutela para hacer valer sus derechos fundamentales, máxime que la actora está recibiendo otra pensión de vejez por parte del ISS, hoy Colpensiones, por lo tanto no se advierte una desprotección a sus garantías, ni se está desmejorando su calidad de adulto mayor, de 63 años de edad, de quien no se pudo determinar las circunstancias personales, de salud o mentales, que rodean a la accionante para concluir que está en una situación de debilidad manifiesta, por lo que no puede considerarse una persona de especial protección constitucional.

6.5.6. De todos modos,  esta instancia no puede determinar a simple vista si la UGPP vulneró la ley sustancial por aplicación indebida al concepto de la compartibilidad pensional previsto en el Decreto 2875 de 1985 y el Decreto 0758 de 1990 a la pensión extralegal de jubilación reconocida a la señora Sepúlveda Ortiz, ni se cuenta con elementos de juicio para indicar que la UGPP confundió la compatibilidad con la compartibilidad pensional. Como tampoco puede esta instancia por vía de tutela acceder al pedimento del abogado de la tutelante de aplicar en su caso la sentencia SL091-2018 proferida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia,  siendo ese un juicio para el que tendrá una mejor capacidad de comprensión el juez laboral ordinario o contencioso administrativo, según el caso, lo que hace improcedente la acción de tutela, tal como lo ha indicado la Corte Constitucional en la Sentencia T-114 de 2000 cuando señaló que: “… para que proceda la acción de tutela cuando se alega violación de un derecho fundamental es preciso que esa situación se presente de bulto ante el juez, que sea protuberante. Por lo tanto, no procederá la acción cuando el juez tenga que adentrarse en disquisiciones y pruebas detalladas tendentes a establecer si un hecho constituye una vulneración de un derecho fundamental”.    (Subrayas propias)

6.5.7. Además, por encontrarse comprometidos derechos litigiosos de naturaleza prestacional, la acción de tutela tampoco es procedente, pues  como ya quedó determinado en este trámite, la accionante no es un sujeto de especial protección constitucional.  Así lo ha reiterado la jurisprudencia de la Corte Constitucional cuando en la Sentencia T- 158 de 2006, señaló que: “…13.- Así pues, la excepcionalidad de la acción de tutela como medio judicial idóneo para lograr el reconocimiento de la pensión o atacar los actos que la reconocen, tiene como premisa de partida la improcedencia prima facie de este medio para dicho fin. La Corte “ha reiterado especialmente que en este tipo de controversias relacionadas con la seguridad social, el ordenamiento jurídico ha diseñado los mecanismos judiciales y administrativos para ello
. Particularmente, la jurisdicción laboral y la contencioso administrativa, según sea el caso, son los ámbitos propicios para desplegar integralmente estos debates”
.
Así, la excepcionalidad se ha fundamentado entonces en las características especialísimas que se presentan en casos de erróneo reconocimiento o no reconocimiento de la pensión, en relación con otros derechos fundamentales. Ha dicho este Tribunal Constitucional que, “…dado que en las reclamaciones cuyo objeto de debate es una pensión de jubilación y quienes presentan la solicitud de amparo son, generalmente, personas de la tercera edad, debe  tomarse en consideración al momento de analizar la posible vulneración de derechos fundamentales, la especial protección constitucional que las comprende.” 
  (Subrayas propias)
6.5.7.  Por lo tanto, la acción de tutela por ser su naturaleza de carácter subsidiario o supletorio, no se puede utilizar para sustituir los trámites legales ordinarios o especiales, o para variar las reglas de la competencia.  De tal manera, que ante la falta de evidencia de que la actora se encuentra frente a un perjuicio irreparable, el amparo no procede, tal como lo dispone el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 que desarrolla el principio constitucional contenido en el inciso 3° del Art. 86  numeral 1º de la C.N. 
Consecuente con lo anterior, se confirmará el fallo estudiado.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 19 de diciembre de 2018 por el Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro de la acción de tutela presentada por el apoderado de la señora Elizabeth Sepúlveda Ortiz en contra de Unidad de Pensiones y Parafiscales - UGPP y el Fondo de Pensiones Públicas de Nivel Nacional FOPEP por encontrarse ajustada a derecho con base a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� [Cita de la parte transcrito] Sobre el particular pueden verse las sentencias T-1316 de 2001, T-482 de 2001, T-977 de 2001, T-690 de 2001, T-256 de 


� T-904 de 2004


� T-904 de 2004. Ver también la sentencia T-076 de 2003: “Tratándose del reconocimiento o reliquidación de la pensión, la jurisprudencia viene considerando que, bajo condiciones normales, las acciones laborales - ordinarias y contenciosas- constituyen medios de impugnación adecuados e idóneos para la protección de los derechos fundamentales que de ella se derivan. No obstante, también ha sostenido que, excepcionalmente, es posible que tales acciones pierdan toda eficacia jurídica para la consecución de los fines que buscan proteger, concretamente, cuando una evaluación de las circunstancias fácticas del caso o de la situación personal de quien solicita el amparo constitucional así lo determina. 
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